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PRINCIPIOS COOPERATIVOS Y DERECHOS CONSTITUCIONALES
Concepto : 33947 y 34718 del 29 de septiembre y 17 de octubre de 2005

Síntesis : princpios cooperativos y Derechos constitucionales 

Con toda atención nos referimos a sus comunicaciones citadas en el asunto, en la cual plantea algunas inquietudes que le serán resueltas en su orden.

Sobre el particular es necesario puntualizar en primer lugar, que las cooperativas son entes de propiedad conjunta y gestión democrática para satisfacer necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales a sus asociados preferentemente, regida por los principios cooperativos, aceptados por la ACI, que son la guía por medio de los cuales las cooperativas ponen en práctica sus valores.

De acuerdo con el primer principio de “Apertura y voluntad de los asociados” las cooperativas son “organizaciones voluntarias, abiertas a todas las personas capaces de utilizar sus servicios y deseosas de aceptar la responsabilidades de ser asociados, sin discriminación de género, clase social, política  raza o religión”.

Es por ello, que la Ley 79 de 1988, consagra en su artículo 5º:

Toda cooperativa deberá reunir las siguientes características:

“1. Que tanto el ingreso de los asociados como su retiro, sea voluntario.

“6. Que garantice la igualdad de derechos y obligaciones de sus asociados sin consideración a sus aportes”.

Así las cosas, es claro que las disposiciones transcritas recogen derechos fundamentales de nuestra Constitución Nacional, como es el derecho a la libre asociación y el derecho a la igualdad (artículos 13 y 38), por lo que fácil es concluir que el tratamiento a los asociados a un ente social, debe estar enmarcado dentro del derecho a la igualdad, por tratarse de un derecho fundamental tutelado por nuestra Carta Política, de ahí, que un trato diferente a los empleados de la cooperativa conllevaría a violar dicho derecho fundamental, por lo tanto, la reforma de estatutos, en donde se aprobó que los empleados de la cooperativa no pueden elegir ni ser elegidos, contraviene abiertamente ese derecho constitucional.

Adicionalmente, por cuanto el artículo 23 de la Ley 79 de 1988 prevé:

“Serán derechos fundamentales de los asociados:

“1. Participar en las actividades de la cooperativa y en su administración, mediante el desempeño de cargos sociales.

“3. Ser informados de la gestión de la cooperativa de acuerdo con las prescripciones estatutarias.

“4. Ejercer actos de decisión y elección en las asambleas generales.

“5 (…)”. 
Es bien sabido que el principio de igualdad se vulnera cuando lo que es igual se trata de una manera desigual o cuando lo que es desigual se trata de una manera igual.

En principio debe darse un tratamiento igual a todas las personas, naturales o jurídicas, salvo que exista una justificación objetiva y razonable  para hacer una diferenciación. Esto quiere decir que si bien, en la realidad existen muchas desigualdades y diferencias, hay unas que no justifican un tratamiento diferencial y otras que sí.

La igualdad es un concepto muy abstracto, por eso, para saber si en un caso concreto se está dando un tratamiento igual o diferencial, y si en este último supuesto ese tratamiento diferencial se justifica o se constituye en discriminatorio, es necesario responder, tres interrogantes:

- ¿igualdad entre quiénes?

- ¿respecto de qué?  y

- ¿con base en qué criterios?

Esta tesis ha sido acogida por la Corte Constitucional en Sala Plena, Sent. C -022, enero 23 de 1996. M.P. Carlos Gaviria Díaz.

Ahora bien, como lo ha dicho la Corte Constitucional en la Sentencia T 401/ junio 13 de 1992, no siempre que se presente un tratamiento desigual se está ante una discriminación, pero el tratamiento desigual debe tener una justificación objetiva y razonable. 

La razonabilidad, según la Corte Constitucional, hace referencia a “una relación razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y la finalidad perseguida.
“El principio de proporcionalidad busca que la medida, no sólo tenga un fundamento legal, sino que los intereses jurídicos de otras personas o grupos no se vean afectados, o que ello suceda en grado mínimo .De esta forma la comunidad queda resguardada de los excesos o abusos de poder que podrían provenir del empleo indiscriminado de la facultad legislativa o de la discrecionalidad atribuida a la administración.

“El principio de igualdad consagrado en la constitución no es ni un parámetro formal del valor de toda persona ante el derecho, ni un postulado que pretenda instaurar el igualitarismo, sino una fórmula de compromiso para garantizar a todos la igualdad de oportunidades”.

Ahora respecto a la propuesta de establecer determinados requisitos estatutariamente para ser directivo, cabe recordar que la Ley 454 de 1998, en el 7º previó:

“Del autocontrol de la Economía Solidaria: Las personas jurídicas sujetas a la presente ley, estarán sometidas al control social, interno y técnico de sus miembros, mediante las instancias que para el efecto se creen dentro de la respectiva estructura operativa, siguiendo los ordenamientos dispuestos por la ley y los estatutos.

“Parágrafo. Para salvaguardar el principio de autogestión, los asociados, durante el proceso de elección de sus dignatarios, procurarán establecer criterios que tengan en cuenta la capacidad y las aptitudes personales, el conocimiento, integridad ética y la destreza de quienes ejercen la representatividad. Las organizaciones de la Economía Solidaria, en sus estatutos, establecerán rigurosos requisitos para el acceso a los órganos de administración y vigilancia, tomando en cuenta los criterios anteriormente anotados” (Resaltado fuera de texto).
Dicha disposición fue desarrollada por esta Superintendencia a través de la circular externa No. 007 del 29 de diciembre de 1999, donde se instruye a las entidades vigiladas sobre los aspectos generales del autocontrol que deben ejercer a su ente social.

De otra parte, es disposición de orden legal, la obligatoriedad que tienen las organizaciones solidarias de establecer en los estatutos “rigurosos requisitos”  para el acceso a los órganos de administración y vigilancia, en virtud a que serán estos los elegidos para ejercer la representatividad de todos los asociados que depositan su voto en ellos, quienes deben observar conocimiento, integridad ética, destreza y aptitudes personales para el ejercicio de dichos cargos.

Sobre el tema en concreto, esta Superintendencia expidió la Carta Circular No. 0002 del 3 de marzo de 2004, a través de la cual recuerda a las organizaciones sujetas a su supervisión, establecer en sus estatutos los “requisitos rigurosos” para el acceso a los órganos de administración y vigilancia.

En relación con las compensaciones que se deben asignar a los organismo de dirección y control de las cooperativas, es prudente recordar en primer término, que la legislación solidaria no reglamenta expresamente el tema de reconocimiento económico para los miembros de los órganos de administración y vigilancia de las cooperativas, por el desempeño de sus funciones. 

Sobre el tema, la Resolución 1472 del 12 de diciembre del 2000, por la cual esta Superintendencia expidió el Plan Único de Cuentas ”PUC” para las entidades del sector solidario, en cuanto a los gastos de asamblea o de directivos, por concepto de gastos de desplazamiento en que puedan incurrir los miembros de los órganos de administración y vigilancia, en caso de reuniones fuera de la jurisdicción de la sede la cooperativa, se encuentran definidos de la siguiente forma: 
“Representan los valores pagados y/o causados por la entidad por concepto de la realización de funciones administrativas generales y otras que le son complementarias al desarrollo de su objeto social”, codificados así: gastos de asamblea con el No. 539550 y gastos de directivos con el No. 539555. 

Ahora bien, como no están reglamentados legalmente tales reconocimientos, en nuestro concepto, tampoco prohibidos, corresponde a la misma cooperativa fijarlos de acuerdo con los principios de “Autonomía”, “Autodeterminación” y “Autogobierno” que rigen su actividad, si consideran que los mismos son convenientes y necesarios para el cabal desempeño de las funciones de los órganos de administración y vigilancia, sin dejar de lado que dicho reconocimiento debe ser fijado por la asamblea general en forma razonable, acorde con la capacidad económica de la cooperativa, de tal suerte que dicha decisión no afecte el patrimonio de la entidad y el adecuado cumplimiento de su objeto social.

Esta Superintendencia considera que compete a la asamblea general fijar dicho reconocimiento y deberán ser consignados en los estatutos atendiendo el tiempo dedicado a las reuniones y el desplazamiento de un sitio a otro cuando se requiere, en ningún caso podrían ser aprobados por el consejo de administración comoquiera que no resulta ético y podría generar situaciones de “conflictos de interés”, además de vulnerar el valor cooperativo de la “honestidad”, que los mismos miembros del Consejo de Administración se fijen sus propios honorarios, así como los del ente de control social que vigila sus funciones, esto es, la Junta de Vigilancia. 

En tal virtud, en concepto de esta Oficina el reconocimiento económico a los miembros del Consejo de Administración y de la Junta de Vigilancia, deben ser aprobados por un órgano imparcial, en donde estén representados los intereses de los asociados, lo cual, estaría acorde con el principio “de democracia”, es decir, por la Asamblea General como máximo órgano de la administración. Así mismo, dicha asamblea debería fijar una partida presupuestal para el Consejo de Administración, la Junta de Vigilancia y el Revisor Fiscal para el cabal cumplimiento de sus funciones.
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